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Añadiremos que -obviando discrepancias difícilmente resolubles acerca del grado de dependencia resultante de 
la valoración técnica-, es preponderante el conflicto cuando se trata del acceso a servicios, por lo que atañe a su 
concreción. Nos referimos particularmente a la ubicación del Centro residencial para las personas mayores, 
a la insuficiencia de residencias destinadas a personas dependientes con específicos perfiles de discapacidad y, 
finalmente, a la poco usual prestación económica de asistencia personal.

1.3.2.1.1 La inobservancia del deber de reconocer en plazo la prestación de dependencia

La Disposición final primera de la Ley 39/2006, expresa en su apartado segundo lo siguiente: “En el marco 
de lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, el plazo máximo, entre la fecha de entrada de la solicitud y la de 
resolución de reconocimiento de la prestación de dependencia será de seis meses, independientemente de que 
la Administración competente haya establecido un procedimiento diferenciado para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y el de prestaciones”. (Debemos significar que conforme a la Disposición final cuarta 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 
referencia a la Ley 30/1992 citada, debe entenderse hecha en este caso a esta última).

Entre las opciones que contempla dicha Disposición y dejando al margen las controversias doctrinales 
sobre la correcta configuración procedimental para la tramitación del expediente de dependencia, (uno o más 
procedimientos, subprocedimientos o meras fases dentro de un mismo expediente), la comunidad autónoma de 
Andalucía se decantó por establecer sendos procedimientos administrativos que, con autonomía y tramitación 
sucesiva dentro del expediente de la persona interesada, conducen a la efectividad del derecho. El primero, iniciado 
a instancia de parte, y duración máxima de tres meses, con intervención exclusiva de la Administración autonómica, 
dedicado a la valoración y reconocimiento de la situación de dependencia. Y de oficio el segundo, destinado 
a la propuesta de recurso por los Servicios Sociales, para su aprobación ulterior por la Delegación Territorial 
competente en materia de servicios sociales, en idéntico plazo máximo de tres meses.

Esta obligación legal irrefutable, de aplicación uniforme en todo el territorio nacional y desvinculada de los lances 
procedimentales que para sí acuerde cada comunidad, se ha consolidado como el caballo de batalla del Sistema de 
la Dependencia, a fuerza de convertir en costumbre lo que debería ser excepción.

En este sentido, más que el volumen de quejas que recibimos, lo relevante es la prolongación del problema en el 
tiempo y las numerosas actuaciones que dedicamos a defender y a hacer valer ante la Administración el legítimo 
derecho de las personas afectadas.

Las significativas demoras de los expedientes que conocemos, suponen una superación del plazo legal 
máximo por encima de lo razonable, tanto en las actuaciones dirigidas al reconocimiento o revisión de grado, 
como en las que comporta la asignación de recurso.

Respecto del reconocimiento de la situación de dependencia, ya inicial o por revisión de grado, en 2018 
hemos recibido quejas en las que se manifiesta que las valoraciones se encuentran paralizadas debido a la falta 
o insuficiencia de personal técnico que las practique. Si bien en anualidades anteriores se aducían razones de 
acumulación de expedientes provenientes de “ralentizaciones” precedentes, en el pasado ejercicio la nota adicional 
ha venido de la información suministrada por las mismas personas reclamantes, que refieren que en determinadas 
zonas las valoraciones están paralizadas o muy retrasadas por falta absoluta de personal de valoración o 
por la asignación insuficiente de un único profesional. Algunas de estas quejas se encuentran aún en trámite 
(queja 18/5747, queja 18/4534), mientras que en otras, a pesar de la deficiencia, la pretensión ha podido ser resuelta 
favorablemente (queja 18/5618).

En la fase de PIA, es decir, en la que tiene por finalidad reconocer un recurso y dar efectividad al derecho 
de la persona en situación de dependencia, se aprecia asimismo la continuidad en la dinámica de significativa 
extemporaneidad en la resolución de los expedientes, especialmente acusada cuando el recurso propuesto es el 
servicio de atención residencial.
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Debemos llamar la atención, en este sentido, a la enorme dilación que en muchas ocasiones conlleva la revisión 
del PIA (hasta dos y tres años), cuando tiene su causa en el cambio de comunidad autónoma de residencia, 
es decir, por trasladar su domicilio a Andalucía la persona dependiente (queja 18/5404).

Insistimos frecuentemente en puntualizar que no pretende esta Institución denostar con enfoques faltos de rigor 
la gestión ni los logros de un Sistema, cuya misma supervivencia a la inestabilidad de los años críticos precedentes 
nos genera satisfacción.

Sabemos que son muchos los servidores públicos, autonómicos y locales, que dedican tiempo y voluntad a 
este cometido voluminoso. Pero en la visión de la realidad que nos toca observar, hemos de señalar que no son 
suficientes los medios puestos al servicio de la causa, ni los personales ni los materiales, y, en el desempeño de la 
función de defensa de derechos que nos compete, debemos insistir en que el derecho subjetivo que legítimamente 
ostentan las personas en situación de dependencia, no ha de quedar condicionado y postergado por cuestiones 
de dotación presupuestaria y de insuficiencia de recursos personales.

1.3.2.1.3 Escasez de servicios, especialmente residenciales, para discapacitados con perfiles 
específicos en situación de dependencia

Desde el año 2016 venía esta Defensoría investigando las dificultades de aprobación del PIA correspondiente a 
personas en situación de dependencia con un determinado perfil de discapacidad, en la medida en que, de las quejas 
que nos dirigían las personas afectadas, se desprendía que era insuficiente la oferta de servicios a su disposición y, 
en especial, de plazas residenciales acomodadas a los diferentes perfiles.

Este cometido lo abordamos a través de la queja 16/6941, incoada de oficio, que ha culminado en el año 2018 
mediante Resolución dirigida a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, en cuya virtud se 
insta a la misma a examinar las necesidades reales del colectivo de personas con discapacidad con dependencia 
reconocida, en sus diversos perfiles, promoviendo las actuaciones que permitan completar el mapa de recursos 
en todos los ámbitos provinciales con demanda, acomodar el número y clase de centros y de plazas 
residenciales a la referida demanda y hacer efectivo el derecho subjetivo de este colectivo de dependientes 
a acceder a un recurso residencial adecuado a su perfil.

La necesidad de pronunciamiento por esta Institución, partió de la constatación de que, con mucha frecuencia, las 
personas dependientes mayores de edad y afectadas por patologías físicas o psíquicas, se enfrentan a una dificultad 
añadida cuando el recurso prescrito es el de atención residencial: la insuficiencia de plazas residenciales 
destinadas por la Administración a dar respuesta a las concretas necesidades que demanda su patología o 
trastorno y que exige su beneficio.

Los informes recibidos de las respectivas Delegaciones Territoriales, efectivamente, concluían en los casos 
denunciados ante esta Defensoría, que no era posible resolver el PIA por falta de plaza vacante en el recuso 
residencial adecuado a su perfil prescrito como idóneo.

La Administración, además, no solo aludía en sus informes a la precitada razón, como realidad objetiva que obstara 
al acceso en un momento o período puntual y concreto, sino que significaba tratarse de una insuficiencia claramente 
estructural, que conducía a la escasa probabilidad de vacante futura, al tratarse de plazas ocupadas por residentes 
llamados a beneficiarse de este recurso residencial -afortunadamente- durante muchos años, con una prolongada 
estancia y trayectoria en los centros.

Se trataría, en definitiva, de una deficiencia persistente del Sistema, que, siquiera fuera transitoriamente pero 
por tiempo impredecible, dejaría fuera del Catálogo de Servicios a determinado sector de dependientes, o bien 
los incluiría mediante la asignación de un recurso disponible, distinto al inicialmente propuesto como idóneo. 
Destacan especialmente las personas con patologías enmarcadas en el espectro autista.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-a-la-administracion-que-sin-mas-demoras-resuelva-el-programa-de-ayuda-para-la-persona
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-atienda-al-perfil-especifico-de-personas-con-discapacidad-con-dependencia-reconocida
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